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Evolución constitucional de la libertad de enseñanza y del derecho a la educación

Se revisa la consagración constitucional de la libertad de enseñanza y el derecho a la educación en las constituciones de 1833, 1925 y 1980 y las reformas que en las dos primeras se hicieron al respecto. De ella se puede concluir:

Ni la Constitución de 1833 ni la de 1925 consagraban el derecho a la educación, sino que fue la Constitución de 1980 la primera que lo consagra. No obstante ello, todos los textos constitucionales establecían deberes para el Estado en relación con la educación, pasando con la reforma constitucional del año 1971 a ser una función primordial del Estado. 
La constitución de 1980 consagró por primera vez expresamente el derecho a la educación, estableciendo en relación con este derecho los deberes que al Estado le corresponden en esta materia y en relación con la libertad de enseñanza el ámbito en que los particulares pueden actuar en esta materia.
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Introducción
Se revisa la evolución constitucional de la libertad de enseñanza y el derecho de la educación a partir de la Constitución de 1833. Se incluyen en esta revisión las leyes de reforma constitucional que inciden en esta materia.
I. Consagración en la Constitución 1833

El texto original de la Constitución de 1833 no consagraba ni la libertad de enseñanza ni el derecho a la educación. No obstante, dentro de su texto encontramos ciertos preceptos constitucionales que establecían deberes tanto para los municipios como para el Gobierno en esta materia.

Respecto de las municipalidades se establecía en el artículo 128 que era atribución de ellas la promoción de la educación (Nº 2) y el cuidado de las escuelas primarias y demás establecimientos de educación pagadas con fondos municipales.

En cuanto al Gobierno, el artículo 153 establecía que la educación pública era “una atención preferente del Gobierno, encomendando al Congreso la formación, a través de una ley, de un plan general  de educación nacional, debiendo dar cuenta anual, el Ministro respectivo,  del estado de la educación a nivel nacional. Además, el artículo 154 establecía la existencia de una Superintendencia de Educación Pública, órgano dependiente del Gobierno encargado de la fiscalización en esta materia.

Esta primera etapa culmina con la dictación de la Ley de Reforma Constitucional de 13 de agosto de 1874 con que se viene a asegurar constitucionalmente, a todos los habitantes, la libertad de enseñanza, en el inciso final del numeral 6º del artículo 12, numeral que además aseguraba la libertad de reunión y el derecho de asociación.

El aseguramiento de esta libertad, explica Silva Bascuñán viene dada por la tutela que la Universidad de Chile y el Instituto Nacional respecto de los demás establecimientos educacionales, en cuanto a la rendición de los exámenes anuales y de grado, que incluso debían ser rendidos en los recintos de tales instituciones y ante  profesores de ellas. Así es la reducción de estas limitaciones establecidas para los demás establecimientos educacionales las que viene a fundamentar la reforma constitucional antes citada

II. Constitución de 1925

La Constitución de 1925 sigue la misma línea anterior en cuanto ella no consagraba expresamente el derecho a la educación. En su texto original, se mantienen una estructura similar a la de la Constitución de 1833, esto es, se aseguraba la libertad de enseñanza y se establecían atribuciones para las Municipalidades. 

Existe un cambio en relación con que la atención de la educación pública, pues este texto constitucional lo establece como un deber del Estado, a diferencia de su predecesora que lo Establecía como uno del Gobierno.

Sí representa una novedad en cuanto que a nivel constitucional se establece la obligatoriedad de la educación primaria, que en 1920 había sido establecida como obligación legal. 

Se elimina las referencias al plan general de educación que hacía la constitución de 1833, según Silva Bascuñán “por su escaso valor jurídico”
. 

La ley de reforma constitucional Nº 17.398
, publicada en el diario oficial de 9 de enero de 1971, introduce una serie de modificaciones al artículo 10 Nº 7 de la Constitución, desarrollando el contenido de la libertad de enseñanza. Además debe proveer los fondos para el financiamiento de las universidades, de acuerdo a los requerimientos educacionales, científicos y culturales del país.

En lo esencial, para el Estado, la educación pasa de ser una “atención primordial” a una “función primordial” de este y que “cumple a través de un sistema nacional del cual forman parte las instituciones oficiales de enseñanza y las privadas que colaboren en su realización, ajustándose a los planes y programas establecidos por las autoridades educacionales.”.

Para el caso de los privados, se establece que ellos son libres para organizar sus establecimientos educacionales y nombrar a su personal, y sólo podían ser receptores de financiamiento estatal en la medida que la educación que brindaran fuera gratuita y sin fines de lucro.

En cuanto al sistema nacional de educación se establece constitucionalmente su carácter democrático, y pluralista y no tendrá orientación partidaria oficial. Su modificación se realizará también en forma democrática, previa libre discusión en los organismos competentes de composición pluralista.

En relación con las universidades, tanto estatales como privadas reconocidas por el Estado, se las define como “personas jurídicas dotadas de autonomía académica, administrativa y económica.”. En relación con el acceso a ellas se establece que dependerá “exclusivamente de la idoneidad de los postulantes, quienes deberán ser egresados de la enseñanza media o tener estudios equivalentes, que les permitan cumplir las exigencias objetivas de tipo académico. El ingreso y promoción de profesores e investigadores a la carrera académica se hará tomando en cuenta su capacidad y aptitudes.”.

Finalmente, se consagra la libertad de cátedra del personal académico de las universidades y el derecho de los estudiantes universitarios de expresar “sus propias ideas y a escoger, en cuanto sea posible, la enseñanza y tuición de los profesores que prefieran;".

III. Constitución de 1980

La Constitución Política a diferencia de sus predecesoras consagra expresamente el derecho a la educación, por una parte y de la libertad de enseñanza, por otra. En este sentido, mientras que en relación con el derecho a la educación se establecen derechos para las personas y deberes para el Estado, la libertad de enseñanza se refiere más bien a los particulares y lo que a ellos se les permite en relación con esta libertad.

Respecto del derecho a la educación, este se encuentra consagrado en el artículo 19 numeral 10º, inciso primero, para luego pasa establecer el objeto de esta en el inciso segundo, estableciendo que aquél es “el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida.”.

Luego desarrolla el rol de los padres y el Estado en relación con este derecho. Para el caso de los primeros les consagra el derecho/deber preferente de educar a los hijos. En cuanto al Estado, le establece los siguientes deberes:

· Otorgar especial protección al ejercicio del de derecho de los padres;

· Promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al segundo nivel de transición;

· Financiar un sistema gratuito de educación básica y media (las que se establecen como obligatorias), a fin de asegurar que toda la población acceda a ella;

· Fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles, así como también estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación.

Finalmente, establece el deber de la comunidad de contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.

La libertad de enseñanza, en tanto, se encuentra consagrada en el artículo 19 Nº 11 y ella incluye “el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales.”. El inciso segundo establece como límites a esta libertad la moral, las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional. En este sentido, el inciso tercero prohíbe que la enseñanza se oriente a propagar tendencia político partidista alguna.

Para los padres se les asegura el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos.

Finalmente, la regulación de requisitos mínimos de la educación y la forma en que el Estado vela por ello y otorga el reconocimiento oficial a los establecimientos educacionales de todos los niveles es encomendada a una Ley Orgánica Constitucional.
� Cfr. Silva Bascuñán Alejandro, Tratado de Derecho Constitucional Vol. 2 (1ª edición, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1963), pp. 260-261.


� Disponible � HYPERLINK "http://s.bcn.cl/ssq" �http://s.bcn.cl/ssq� (Septiembre, 2011).


� Cfr. Ibid, p. 262.


� Disponible � HYPERLINK "http://s.bcn.cl/2gtx" �http://s.bcn.cl/2gtx� (Septiembre, 2011).


� Disponible � HYPERLINK "http://s.bcn.cl/1h8a" �http://s.bcn.cl/1h8a� (Septiembre, 2011).
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